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Doctora: 
MARIA NANCY GARCIA GARCIA  
Magistrada Ponente- Sala Laboral 
E.                          S.                        D. 
 
REFERENCIA: ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA  
DEMANDANTE: OLGA CECILIA GONZALEZ 
DEMANDADO:  COLPENSIONES       
RADICACIÓN: 76001310500620170053400 
ASUNTO:                 ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 
 
GLORIA MAGDALY CANO, mayor de edad, identificada con cedula de ciudadanía No. 
1.130.671.842 de Cali, (Valle), y T.P. No. 224.177 del C. S. de la J., actuando conforme al 
poder de sustitución otorgado por la Dra. MARIA JULIANA MEJIA GIRALDO, identificada 
con la cedula de ciudadanía No. 1.144.041.976 de Cali (Valle), y T.P. No. 258.258 del C. S. de 
la J., en su calidad de representante legal suplente de la firma MEJIA Y ASOCIADOS 
ABOGADOS ESPECIALIZADOS S.A.S., bajo el NIT 805.017.300-1 y en representación de la 
Administradora Colombiana de Pensiones- Colpensiones, para realizar las actuaciones 
necesarias para la defensa jurídica de esta Entidad dentro del proceso del asunto, mediante 
poder general otorgado mediante la escritura pública No. 3373 del 02 de septiembre de 2019 
de la Notaria novena (09) del Circulo de Bogotá., por medio del presente escrito, dentro del 
término legal me permito descorrer el traslado conferido para ALEGAR DE CONCLUSIÓN en 
el proceso de la referencia, de acuerdo a los siguientes planteamientos.  
 

La demandante pretende el reconocimiento y pago de una pensión de sobrevivientes, con 
ocasión al fallecimiento del señor Luis Ignacio Martínez Guerra, conforme al principio 
constitucional de la condición más beneficiosa, y con base en lo establecido en el Decreto 758 
de 1990, desde el momento de su fallecimiento, una vez revisado el expediente administrativo 
tenemos que la siguiente normatividad es aplicable al caso en concreto. 
 
“ARTÍCULO 12. El artículo 46 de la Ley 100 de 1993 quedará así: 
 
Artículo 46. Requisitos para obtener la pensión de sobrevivientes. Tendrán derecho a la pensión 
de sobrevivientes: 
 
1. Los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez o invalidez por riesgo común 
que fallezca y, 
 
2. Los miembros del grupo familiar del afiliado al sistema que fallezca, siempre y cuando 
éste hubiere cotizado cincuenta semanas dentro de los tres últimos años inmediatamente 
anteriores al fallecimiento…”. 
 
El derecho a la pensión de sobrevivientes sólo se acredita cuando el causante hubiere dejado 
cotizadas 50 semanas en los 3 años anteriores al momento del fallecimiento, bajo esta premisa 
y teniendo en cuenta que no registra semanas de cotización, entre el 24 de octubre de 2003 
al 24 de octubre de 2006 (tres años anteriores al momento del fallecimiento), razón por la cual 
el afiliado fallecido no dejó causado el derecho en virtud de la mencionada normatividad. 
 
Respecto a la aplicación de la condición más beneficiosa, la Corte Suprema de Justicia -sala de 
casación laboral - en sentencia radicado No. 38674 del 25 de julio de 2012 M.P. Carlos Ernesto 
Monsalve y Luis Gabriel Miranda Buelvas, indicaron: 
 
“A. EL PRINCIPIO DE LA CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA EN MATERIA PENSIONAL 
 
1º) Como es sabido, el denominado “principio de la condición más beneficiosa” opera 
precisamente en aquellos eventos en que el legislador no consagra un régimen de transición, 
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porque de hacerlo no existiría controversia alguna originada por el cambio normativo, dado 
que el mencionado régimen mantiene, total o parcialmente, los requisitos más favorables 
contenidos en la Ley antigua. 
 
“Bajo las anteriores perspectivas, el “principio de la condición más beneficiosa”, tiene 
adoctrinado la Sala por línea general, entra en juego, no para proteger a quienes tienen una 
mera o simple expectativa, pues para ellos la nueva Ley puede modificar el régimen pensional 
al cual estuvieran adscritos, sino a un grupo de personas, que si bien no tienen un derecho 
adquirido en sentido riguroso, se ubican en una posición intermedia, habida cuenta que poseen 
una situación jurídica y fáctica concreta, verbi gratia, haber cumplido íntegramente con la 
densidad de semanas necesarias que consagraba la Ley derogada para obtener una prestación 
de índole pensional. A ellos, entonces, se les debe aplicar la disposición anterior, es decir, la 
vigente para el momento en que reunieron la densidad exigida para obtener la prestación. En 
ese horizonte, ha enseñado esta Corporación que, tratándose de derechos que no se consolidan 
por un solo acto, sino que suponen una situación que se integra mediante hechos sucesivos, 
hay lugar al derecho eventual, que no es definitivo o adquirido mientras no se cumpla la última 
condición, pero que sí implica una situación concreta protegida por la Ley, tanto en lo atinente 
al acreedor como al deudor, por lo que supera la mera o simple expectativa. Estas son las 
llamadas por la doctrina constitucional “expectativas legítimas”. 
 
“De suerte que, la aplicación de la condición más beneficiosa con relación a las pensiones de 
sobrevivientes e invalidez tiene plena justificación, con el respaldo de claros principios 
constitucionales y de normativa internacional. 
 
“B. CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA EN EL TRÁNSITO LEGISLATIVO ENTRE LEY 100 DE 1993 
Y DISPOSICIONES LEGALES POSTERIORES. 
 
“En lo que tiene que ver con la pensión de invalidez que corresponde a la prestación que en 
este proceso se reclama, esta Corporación admitió únicamente, hasta hace algún tiempo, la 
aplicación del principio de la “condición más beneficiosa” en relación al cambio normativo entre 
el Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 0758 de igual año y la Ley 100 de 1993, pero 
sin validar este principio respecto a otra legislación posterior a la nueva Ley de la seguridad 
social. En otras palabras, bajo dicha concepción, la condición más beneficiosa no resultaba de 
recibo para el propósito de conseguir la aplicación del artículo 39 de la Ley 100 de 1993 en su 
redacción original, bajo la hipótesis de que la fecha de estructuración de la invalidez se produjo 
en vigencia de las Leyes 797 o la 860 de 2003. 
 
“Sin embargo, dada la nueva composición de la Sala, se considera pertinente rexaminar el 
tema, sobre la inaplicabilidad de la condición más beneficiosa para dirimir los conflictos cuando 
la invalidez ocurre en vigencia del artículo 1° de la Ley 860 de 2003, y el afiliado, al momento 
de su entrada en vigencia, cumple con el requisito de las 26 semanas de cotización que 
consagraba el modificado artículo 39 de la citada Ley 100 de 1993, para estimar que en estos 
casos sí procede dicho principio legal y constitucional en la sucesión de esos dos 
ordenamientos, por lo siguiente: 
 
“a) El principio de la condición más beneficiosa, como antes se dijo, mantiene o respeta la 
situación individual alcanzada bajo una norma, frente a la situación impuesta por un precepto 
legal posterior, que ha establecido un tratamiento más gravoso con respecto a la primera 
disposición. 
 
“b) Dicho principio, en consecuencia, se aplica en aquellos casos en que una norma instituya 
condiciones más gravosas que las ordenadas por la legislación inmediatamente anterior, y se 
han consolidado las condiciones de ésta. 
 
“c) El artículo 1° de la Ley 860 de 2003, modificatorio del 39 de la Ley 100 de 1993, que se 
encontraba en vigor para la fecha de estructuración de la invalidez del demandante (1° de 
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junio de 2004), exigía, primeramente, que se acreditara al menos 50 semanas de cotización 
en los últimos tres años inmediatamente anteriores al hecho de la invalidez y, además, que se 
tuviera una fidelidad al sistema de por lo menos el 20% del tiempo transcurrido entre el 
momento en que el afiliado arribó a los 20 años de edad y la fecha de la primera calificación 
del estado de invalidez. Este último requisito de la fidelidad se declaró inexequible con la 
sentencia C-428 del 1° de julio de 2009. 
 
“Estas exigencias, sin lugar a dudas, son más rigurosas que las condiciones de la norma 
precedente, o sea, las del artículo 39 de la Ley 100 de 1993, que consagraba como suficiente 
que el afiliado que se encontrara cotizando hubiere aportado 26 semanas al momento de la 
invalidez, o, habiendo dejado de cotizar, acreditara 26 semanas de aportes en el año 
inmediatamente anterior a aquella, siendo en consecuencia más flexibles los requisitos de la 
disposición modificada. 
 
“d) Es dable concluir que no resulta procedente jurídicamente, ni equitativo, restarles eficacia 
a las cotizaciones anteriores al estado de invalidez, con las cuales el afiliado hubiera podido 
obtener la prestación pensional bajo los presupuestos de la norma modificada o derogada, de 
no haberse presentado ese cambio abrupto en la legislación.} 
 
“En casos como el descrito, también debe primar el postulado protector propio del derecho del 
trabajo y de la seguridad social, con la aplicación del principio de la condición más beneficiosa, 
contemplado en el artículo 53 de la Constitución Política. 
 
“e) El deNóminado “ principio de la condición más beneficiosa”, no solo tendrá cabida en el 
tránsito legislativo entre el Acuerdo 049 de 1990 y la Ley 100 de 1993, sino igualmente frente 
al fenómeno de la sucesión normativa de legislaciones ulteriores, como por ejemplo entre esta 
última y las Leyes 797 y 860 de 2003, siempre y cuando, se insiste, la nueva disposición estipule 
requisitos más gravosos que los señalados en la norma precedente, y además el titular del 
derecho o beneficiario haya reunido las exigencias de ésta cuando la nueva entró en vigencia. 
 
“Como lo anterior implica un cambio de criterio de la Sala frente a la PENSION DE INVALIDEZ, 
cuando el estado de invalidez se estructura en vigor del artículo 1° de Ley 860 de 2003 y para 
el momento en que entró a regir este nuevo ordenamiento legal se tenían satisfechos los 
requisitos de la norma precedente, se rectifica y recoge cualquier pronunciamiento que en 
contrario se hubiera proferido, aclarando que lo expresado también tendría plena aplicación en 
lo concerniente a la PENSION DE SOBREVIVIENTES y la Ley 797 de 2003, para efectos de 
ampliar los alcances del mencionado principio legal y constitucional de la condición más 
beneficiosa a legislaciones posteriores a la Ley 100 de 1993”. 
 
Ahora bien, la Corte Suprema de Justicia respecto a la aplicación del Decreto 758 de 1990 por 
remisión de la condición más beneficiosa, ha señalado como destinatarios a los afiliados que a 
1º de abril de 1994 hubieren cotizado un mínimo de 150 semanas dentro de los seis años 
inmediatamente anteriores al momento del cambio normativo. Sobre este particular, mediante 
providencia CSJ SL, del 26 de julio de 2017, rad. 493315 y CSJ SL, del 26 de diciembre de 
2006, rad. 290426, se indicó: 
 
“En cuanto a las trescientas (300) semanas cotizadas en cualquier época con anterioridad al 
estado de invalidez -y que para el caso de la pensión de sobrevivientes es con anterioridad al 
fallecimiento- , deben estar satisfechas al momento en que entró en vigencia la Ley 100 de 
1993. Respecto de las ciento cincuenta (150) semanas cotizadas dentro de los seis (6) años 
anteriores al estado de invalidez –y que igualmente para el caso de la pensión de 
sobrevivientes, son anteriores al fallecimiento-, esa densidad debe estar satisfecha, pero 
contabilizando ese tiempo desde el 1º de abril de 1994 hacía atrás, y adicionalmente tener esa 
misma densidad en los seis (6) años anteriores a su fallecimiento”. 
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De igual manera, sobre la condición más beneficiosa para las pensiones de sobrevivientes 
causadas en vigencia de la Ley 797 de 2003 la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia en 
sentencia de 25 de febrero 2017, radicación 45262, precisó que la aplicación de la condición 
más beneficiosa en el tránsito legislativo de Ley 100 a 797 no se puede convertir en una cadena 
al infinito, o mejor, en una “zona de paso permanente”, que difiera en el tiempo la aplicación 
del nuevo régimen en pensiones de siniestro. A juicio de la Sala, el puente normativo que se 
tendió a quienes había construido una expectativa legítima de derecho con arreglo a la norma 
anterior, debe tener una duración determinada, en tanto que la protección dispensada por el 
aludido principio es eminentemente temporal y por ningún motivo puede devenir en un 
obstáculo frente al cambio normativo y la adecuación de los preceptos normativos a la realidad 
social y económica nacional. 
 
Con base en esa premisa, la Corte indicó que el criterio hermenéutico de la condición más 
beneficiosa en lo que respecta a la pensión de sobrevivientes aplica únicamente para aquellas 
personas que habiendo edificado una expectativa legítima con venero en la Ley 100 de 1993 
fallecieron entre el 29 de enero de 2003 y el 29 de enero de 2006. 
 
El Principio de la Condición más beneficiosa contemplado para las pensiones de sobrevivientes, 
busca la protección de un grupo de personas ubicadas en una situación jurídica concreta, a 
quienes deberá aplicársele la norma inmediatamente anterior a la ocurrencia del hecho 
generador de la prestación (muerte). El presente postulado encuentra fundamento en la 
inexistencia de un régimen de transición para este tipo de pensiones y deberá aplicarse de la 
siguiente manera: (I) Para las personas que fallezcan entre la entrada en vigencia de la Ley 
100 de 1993 y hasta la entrada en vigencia de la Ley 797 de 2003 será lo normado en el 
Decreto 758 de 1990, esto es, acreditar 150 semanas en los 6 años anteriores al 01 de abril 
de 1994 o 300 semanas en cualquier tiempo, respetando siempre la fecha de entrada en 
vigencia del nuevo régimen pensional (01 de abril de 1994) y (II) para quienes fallezcan 
después de la entrada en vigencia de la Ley 797 de  2003, se tomará lo referido en la Ley 100 
de 1993 en su texto original, siempre y cuando la muerte haya acaecido entre el 29 de enero 
de 2003 y el 29 de enero de 2006. 
 
Para el presente caso en principio la norma aplicable es la Ley 797 de 2003, por ser el postulado 
vigente al momento de la muerte del afiliado, ahora bien, en aplicación de la condición más 
beneficiosa deberá estudiarse la pensión según lo dispuesto en la norma inmediatamente 
anterior, esto es, Ley 100 de 1993 en su texto original.  
 
Por lo anteriormente expuesto, solicito muy respetuosamente a su Señoría, se absuelva a mi 
representada de todas las pretensiones incoadas en su contra.  
  
A su vez solicito al despacho realizar notificaciones de cualquier auto, de todas las actuaciones 
que suceden durante el proceso y cuando dicte sentencia al correo electrónico: 
secretariageneral@mejiayasociadosabogados.com 
 

Cordialmente, 

 

GLORIA MAGDALY CANO 
C.C. No. 1.130.671.842 de Cali, Valle 
T.P. No. 224.177 del C. S. de la J. 
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Doctora: 
MARIA NANCY GARCIA GARCIA  
Magistrada Ponente- Sala Laboral 
E.                          S.                        D. 
 
REFERENCIA: ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA  
DEMANDANTE: OLGA CECILIA GONZALEZ 
DEMANDADO:  COLPENSIONES       
RADICACIÓN: 76001310500620170053400 
 
ASUNTO: PODER ESPECIAL  
 
MARIA JULIANA MEJIA GIRALDO, identificada con la cedula de ciudadanía No. 
1.144.041.976 de Cali (Valle), en mi calidad de representante legal suplente de la firma MEJIA 
Y ASOCIADOS ABOGADOS ESPECIALIZADOS S.A.S., bajo el NIT 805.017.300-1 sociedad 
con domicilio principal la ciudad de Cali constituida mediante escritura pública No. 1297 del 04 
de julio de 2010 de la Notaria Cuarta (04) de Cali  inscrita en cámara y comercio el 06 de julio 
de 2015 con el No 9038 del Libro IX y reformada mediante escritura pública 2082 del 08 de 
junio de 2015 de la Notaria cuarta (04) de Cali inscrita en cámara y comercio el 02 de julio de 
2015 con el No. 9038 del libro IX, actuando en nombre y representación de la Administradora 
Colombiana de Pensiones-Colpensiones para realizar las actuaciones necesarias para la defensa 
jurídica de esta Entidad dentro del proceso del asunto, mediante poder general otorgado 
mediante la escritura pública No. 3373 del 03 de septiembre de 2019 de la Notaria novena (09) 
del Circulo de Bogotá. 
 
A su vez, manifiesto que a través del presente escrito SUSTITUYO poder a la Doctora GLORIA 
MAGDALY CANO, igualmente mayor y vecina de esta ciudad, identificada con la cédula de 
ciudadanía No. 1.130.671.842 expedida en Cali y portadora de la Tarjeta Profesional No. 
224.177, la apoderado queda facultada para presentar los alegatos de conclusión.   
 
En consecuencia, sírvase reconocer personería a la Doctora GLORIA MAGDALY CANO, en 
los términos del presente mandato. 
 
Renuncio a término de notificación y ejecutoria del auto favorable. 
 
De usted, respetuosamente, 
 
 
 
 
 
____________________________ 
MARIA JULIANA MEJIA GIRALDO 
C.C. No. 1.144.041.976 de Cali 
T.P. No. 258.258 del C. S. J.                               
 
 
 
 
 

Acepto, 
 

 
___________________________ 
GLORIA MAGDALY CANO 
C.C. No 1.130.671.842 expedida en Cali 
T.P. No. 224.177 del C. S. J. 
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